
 

TEMA: PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA 

RECONOCIMIENTO DE INCAPACIDADES – ““cuando no se pagan 
oportunamente las incapacidades debidamente certificadas al trabajador y 
con ello se vulneran de paso derechos constitucionales, el juez de tutela se 
legitima para pronunciarse sobre el fondo del asunto con el fin de neutralizar 
el perjuicio irremediable al que se ve sometido el asalariado y su núcleo 
familiar” / SUBSIDIARIEDAD /  
 

TESIS: “La Corte Constitucional ha señalado reiteradamente que las sumas 
líquidas de dinero reconocidas como subsidio por incapacidad, vienen a 
sustituir el salario durante el lapso en el cual el trabajador se encuentra al 

margen de sus labores. (…) Ahora, existe regulación normativa suficiente 
que refiere a la obligación de pagar las incapacidades generadas, 

especificando concretamente a la entidad que les corresponde, de acuerdo 
al número de días que la persona haya estado incapacitada, pues 
particularmente en lo que a las incapacidades generadas luego del día 540 

y la persona había sido calificada ya, existía un vacío legal recientemente 
llenado con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015.” 

 
 
MP. MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

FECHA: 21/04/2023 

PROVIDENCIA: SENTENCIA DE TUTELA 
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“Al  serv ic io de la just ic ia y  de la paz soc ia l ”  
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Medellín, veintiuno (21) de abril  de dos mil  veintitrés (2023) 
 
 

REF ERENC IA  ACCI ÓN DE  T UT E LA  
ACCI ONA NT E  CARL OS HERNÁ N  M O NT OYA  PALAC IO  
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T EM AS Y  
SUBT EM AS  

ASPECT OS GENE RALE S DE  L A  AC C I ÓN DE  T UT ELA .   
PROCED ENC IA  DE  LA  A CCI ÓN D E  T UT E LA  PAR A EL  
RECON OC IM IENT O DE  I NCAP ACIDADE S LABO RALES .  

DECIS IÓN  ADIC IONA  
M AGIST RA DA 
PONENT E  

M ART HA CE CIL I A  OSPI NA P AT IÑO  

 

 

Se decide la impugnación formulada por  la  ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- ,  contra la sentencia 

proferida el día 24 de enero de 2023, por el  JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE BELLO ,  dentro de la acción de tutela promovida por el  señor 

CARLOS HERNÁN MONTOYA PALACIO en contra de la recurrente en 

impugnación y de la NUEVA E.P.S. S.A.  

 

I .  ANTECEDENTES 

 

1.  SÍNTESIS DE LOS HECHOS.  

Indica el  accionante que se encuentra af i l iado en seguridad social  en salud a 

la Nueva E.P.S. S.A.  y,  en pensiones,  a Colpensiones.  

 

Que, el  día 23 de jul io de 2021,  a raíz de un accidente de t ránsito fue 

sometido a la amputación de su miembro inferior izquierdo, por lo que ha 

estado incapaci tado largos periodos de t iempo.  
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Que, pasado un t iempo, le correspondía a Colpensiones asumir el  pago de 

las incapacidades, por el lo,  radicó la sol ici tud para el correspondiente pago 

y después de cuatro (4) meses Colpensiones le indicó que le pagaría 

algunas incapacidades, pero otras las rechazó por no cumpli r con lo 

establecido en el Decreto 1427 de 2022, y que en tanto la Nueva E.P.S. S.A. 

no corrigiera los formatos de incapacidad no se las podían pagar.  

 

Que, se digir ió a la Nueva E.P.S. S.A. para sol ici tar le corrección de las 

incapacidades,  no obstante, le informaron que no era posible, y que el 

mismo tenía que buscar a cada médico que expidió las incapac idades para 

que el los las corri jan.  

 

Que, tanto Colpensiones AFP como la Nueva E.P.S.  S.A. están vulnerando 

sus derechos al mínimo vital ,  seguridad social y vida digna,  pues af i rma que 

depende económicamente de los pagos de las incapacidades, ya que a pesar 

de tener una prótesis ,  t iene neuromas en el muñón que le generan fuertes 

dolores que no le permiten usarla, lo cual  le impide t rabajar (A rch ivo  D ig i ta l  05 .  

Pr imera  Ins tanc ia ) .   

 

2.  SOLICITUD 

Solici ta tutelar en su favor los derechos const i tucionales invocados; en 

consecuencia,  se ordene a Colpensiones indicar cuáles incapacidades 

aprobó y pagó y cuáles fueron rechazadas, asimismo, le pague  todas las 

incapacidades radicadas hasta la fecha, y se le ordené a la Nueva E.P.S. 

S.A. corregi r las incapacidades si n que se le t raslade dicha carga como 

af i l iado (Arch ivo  d ig i ta l  05 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

3.  TRÁMITE DE LA ACCIÓN Y RÉPLICA.  

La acción de tutela fue admit ida  en contra de Colpensiones mediante auto de 

12 de enero de 2023 (Arch ivo  d ig i ta l  0 6 .  Pr imera  Ins tanc ia  exped ien te  01 ) ,  

concediéndole  el  término de dos (2) días para que rindan informe detal lado 

sobre los hechos que dan lugar al  amparo .  

 

Colpensiones ,  en atención a las pretensiones del accionante señala que, la 
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Nueva E.P.S. S.A. le remit ió el  concepto de rehabi l i tación (CRE) con 

pronóst ico favorable el 30 de marzo de 2022; que en el caso del accionante 

sería procedente el pago de los subsidios por incapacidades médicas desde 

el día 181 hasta un plazo máxim o de 360 que sumados a los 180 que paga la 

Nueva E.P.S. S.A. daría un total de 540.  Frente a las sol ici tudes radicadas 

por el  accionante  para el reconocimiento y pago del  subsidio por incapacidad  

ante Colpensiones,  encontraron que los cert i f icados de incapacidades 

al legados no cumplen con los requisi tos es t ipulados en el art ículo 2.2.3.3.2.  

en el Decreto 1427 que entró en vigencia el  29 de jul io de 2022,  información 

que le remit ieron al actor  el  30 de sept iembre de 2022, a t ravés de l of icio de 

28 de sept iembre 2022 para el radicado 2022_12447245, como consta en la 

guía de envió MT711625344CO (Arch ivo  d ig i ta l  14 .  P r imera  Ins tanc ia) ;  y para la 

sol ici tud con radicado 2022_15845414, se brindó respuesta a través del  

of icio 01 de noviembre de 2022, not i f icado el 5 de noviembre de  2022 según 

la guía MT714388946CO (Arch ivo  d ig i ta l  15 .  P r imera  Ins tanc ia) .   

 

Que,  el  21 de jul io de 2022,  el  accionante real izó sol ici tud bajo radicado 

2022_9978059 de reconocimiento y pago de incapacidades,  en razón de el lo 

la ent idad real izó val idación del cert i f icado de relación de incap acidades 

donde el grupo de auditor ia  medica estableció lo siguiente;  

 

“✓  DÍA 1:  23/07/2021, ✓  DÍA 180:06/02/2022 ✓  DÍA 540: 01/02/2023.”  

 

Que, a t ravés de la Dirección de Medicina Laboral reconoció como subsidio 

económico el valor  total  de un mil lón cuatrocientos mil  ($1.400.000), por 42 

días de incapacidad,  mediante Oficio MLI 6240 de  16 de noviembre de 2022 

(Arch ivo  d ig i t a l  13 .  Pr imera  Ins tanc ia) ,  las cuales fueron abonadas a la cuenta 

bancaria autorizada para dicho f in ,  of icio remit ido al af i l iado con guía 

MT715753840CO; no obstante,  el  18 de noviembre de 2022 el  correo 

presentó devolución de la comunicación  con la observación de di rección 

errada.  

 

Que, al  no haber logrado la entrega de la anterior comunicación,  

Colpensiones indica que en la respuesta se le da a conocer al  accionante el 
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reconocimiento de incapacidades desde el 30 de marzo de 2022 y las 

incapacidades causadas antes de dicha fecha deben ser reconocidas por la  

EPS, toda vez que hasta esa fecha se remit ió el  Concepto de Rehabi l i tación  

(Decreto 019 de 2012 en su art ículo 142 párrafo 6° ).  

 

Que, Colpensiones cont inuará con el pago de las incapacidades hasta el día 

540, esto es, 01 de febrero de 2023, s iempre y cuando se al legue a la 

ent idad todos los soportes necesarios relacionados con las incap acidades 

generadas por la E.P.S.,  los cuales deben cumpli r con los requisi tos legales .  

 

Finalmente, sol ic i ta se declare improcedente la presente acción de tutela, ya 

que existen otros mecanismos judiciales idóneos para la atención de dichas 

pretensiones, por lo tanto, no se cumple con el requisi to de subsidiaridad 

que es indispensable para la acción de tutela, en razón de el lo ; además 

porque no ha t ransgrediendo los derechos señalados (A rch ivo  d ig i ta l  10 .  Pr imera  

Ins tanc ia) .   

 

El 19 de enero de 2023, el  Juzgado Primero Civi l  del Circuito De Bel lo ,  

ordena vincular al  t rámite a la Nueva E.P.S. S.A. ,  a f in de que se pronuncie 

frente a los hechos expuesto por el  actor Carlos Hernán Montoya Palacio en 

el término de un (1) día  (Arch ivo  d ig i ta l  17 .  Pr imera  Ins tanc i a ) .  

 

Not i f icado el  auto en debida forma,  la Nueva E.P.S.  S.A.  responde dentro 

del término, indicando que, respecto al  pago de incapacidades se deberá 

tener en cuenta el t iempo de duración de la incapacidad con el f in de 

determinar quién está obl igado a can celar la prestación económica, sin 

importar que el  concepto de rehabi l i tación emit ido por la E .P.S. sea 

favorable o desfavorable,  dicho concepto deberá ser emit ido antes del día 

120 de incapacidad y enviado a los fondos de pensiones antes del día 150.  

 

Manif iesta su oposición a la prosperidad de las pretensiones por ser 

improcedentes dado que se trata  de un reconocimiento de carácter 

económico, lo que no es amparado por la acción de tutela, máxime cuando el 

accionante está af i l iado al  régimen contr ibut ivo,  y en tal  sent ido cuenta con 



P á g i n a  5  d e  1 5  
 

S e n te n c ia  2 ª  i n s ta n c ia .        M      C     O     P          R a d i ca d o  0 50 8 8  31  0 3  0 0 1  20 2 3  00 0 08  0 2  

otro mecanismo para t ramitar este t ipo de con f l ictos, por el lo,  sol ici ta se 

deniegue a favor de la Nueva E.P.S. S.A. por improcedente la acción de 

tutela (Arch ivo  d ig i ta l  21 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

El 20 de noviembre de 2022, el  j uzgado se comunica con el accionante para 

que aporte el archivo de las incapacidades o el histor ial  de las mismas ya 

que no los aportó junto con el escri to de tutela (Arch ivo  d ig i t a l  22 .  Pr imera  

Ins tanc ia) .  En razón de el lo, el  actor vía WhatsApp remit ió l os documentos 

requeridos (Arch ivos d ig i t a les  23 a  29.  Pr imera  Ins tanc ia)  

 

La EPS al lega al juzgado memorial  con argumentos complementarios a la 

respuesta antes descri ta, en el cual indica que,  el  af i l iado presentó 301 días 

de incapacidad cont inua hasta el 27 de jul io de 2022;  el  día 15 de febrero de 

2022 completo 180 días, sin embargo, se presenta una interrupción entre el 

28 de jul io de 2022 hasta el 04 de sept iembre de 2022.  

 

Que, el  14 de mayo de 2019 se presentó un concepto de rehabi l i tación inicial  

como favorable, y el  30 de marzo de 2022 se not i f icó a Colpensiones una 

actual ización a dicho concepto como favorable.  

 

Que, en razón de lo anterior,  no es posible real izar el  reconocimiento 

económico de las incapacidades, teniendo en cuenta que es la AFP qui en 

debe asumir el  valor de las prestaciones económicas hasta tanto emita la 

cal i f icación de pérdida de capacidad laboral.  

 

Que, Colpensiones está obl igada a aceptar las incapacidades expedidas y 

emit idas por la Nueva E.P.S.,  ya que el Decreto 1427 empezó a  regi r a part i r 

del 29 de jul io de 2022, además, indicó que ya se encuentra junto a la IPS 

implementando los desarrol los técnicos que permitan generar las 

incapacidades con los requisi tos que el Decreto exige, por lo que sol ici ta se 

involucre a la IPS para  que ajuste sus formatos y entregue a la EPS los 

datos sol ic i tados en el Decreto (Arch ivo  d ig i ta l  31 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

El Juzgado de primera instancia , el  24 de enero de 2023 procedió a dictar 
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sentencia concediendo el amparo  de los derechos invocados por el  

accionante y, le ordenó a la AFP COLPENSIONES que, en el término de 

cuarenta y ocho (48) horas contadas desde la not i f icación del fal lo,  

reconozca y pague al  accionante CARLOS HERNÁN MONTOYA PALACIO las 

incapacidades causadas,  a part i r  del  día 21 de jul io del  2022 hasta el  3 de 

noviembre del 2022 y  las que se causen con posterioridad hasta cumpli r  el  

día 540 (Arch ivo  d ig i ta l  35 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

La anterior determinación fue impugnada por Colpensiones AFP, 

argumentando que no podía dar cumplimient o al fal lo,  en tanto la parte 

accionada no radiqué la sol ici tud de pago de incapacidad con los formatos 

actual izados, con el  l leno de los requisi tos que exige el Decreto 1427 de 

2022, no procederá a dar t rámite a las mismas, además, expone que es 

responsabi l idad de la EPS acatar integralmente el decreto expidiendo las 

incapacidades como lo ordena dicha norma , y en razón de el lo sol ici ta se 

revoque la sentencia de primera instancia  (Arch ivo  d ig i ta l  39 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

El 7 de febrero de 2023, Colpensiones presentó memorial  en cumplimiento 

del fal lo señalando que mediante Oficio con radicado BZ 2023_1232225 - 

2023_1169979 del día 3 de febrero  de 2023 (Arch ivos d ig i ta les  46,  47  y  48 .  Pr imera  

Ins tanc ia)  remit ió al  actor el  reconocimiento del subsidio económico de la 

incapacidad causada entre el 21 de jul io de 2022 a l  27 de jul io de 2022 por  7 

días, para un valor total  de  $233.333 y señaló, como argumento adicional de 

su impugnación que,  en este caso, se presentó una interrupción superior a 

30 días calendario,  causada entre el  27 de jul io de 2022 y el  05 de 

sept iembre de 2022,  por lo que Colpensiones no es la ent idad l lamada a 

reconocer las incapacidades otorgadas a part i r del  05  de sept iembre 2022 

(Arch ivo  D ig i ta l  44 .  P r imera  Ins tanc ia) .  

 

El t rámite de impugnación le correspondió conocer al  Despacho de la 

ponente, que a t ravés de auto 3 de marzo de 2023 declaró la nul idad de la 

sentencia de primera instancia, ordenando al juzgado de primer grado 

indagar si  el  accionante t iene empleador, en caso af i rmativo se  vincule y 

not i f ique a éste, con el f in de abordar el  tópico de la suspensión e 
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interrupción de incapacidades, de forma que permita una adecuada 

asignación de responsabi l idades, emisión y cumplimiento de las órdenes del 

fal lo de tutela (Arch ivo  d ig i t a l  49 .  P r imera  Ins tanc ia) .  

 

El  Juzgado Primero Civi l  del Circui to de Bel lo mediante auto del 7 de marzo 

de 2023, en cumpl imiento a lo ordenado por el  Tribunal,  requiere al  

accionante para que indique la cal idad en que paga la seguridad social,  si  lo 

hace como dependiente o independiente, y en caso de ser dependiente, 

informe el nombre del empleador,  nombre de la empresa o lugar de t rabajo y 

datos de contacto, asimismo, proporcione números de contacto propios, 

teléfono f i jo o móvi l  y al legue copia de la cédula de ciudadanía (Arch ivo  d ig i ta l  

50 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

La parte actora remit ió memorial  indicado que cot iza y paga seguridad social 

como independiente,  además de señalar  la información personal requerida 

por el  Juzgado (Arch ivos d ig i t a les  53 y  54 .  P r imera  Ins t anc ia) .  

 

4.  SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA .  

El Juzgado Primero Civi l  del Circuito de Bel lo, mediante sentencia del 16 de 

marzo de 2023 decidió conceder el amparo deprecado , ordenando a la 

NUEVA E.P.S. S.A.  que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas 

contadas desde la not i f icación del fal lo,  reconozca y pague al accionante  

CARLOS HERNÁN MONTOYA PALACIO las incapacidades causadas del  24 

al 29 de marzo del 2022 y las incapacidades generadas del 5 de sept iembre 

al 3 de noviembre del 2022; también ordenó a la AFP COLPENSIONES que 

en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas desde la not i f icación 

del fal lo,  reconozca y pague al accionante  CARLOS HERNÁN MONTOYA 

PALACIO las incapacidades causadas  del 10 de junio al  9 de jul io del 2022 . 

Finalmente le ordenó a la Nueva E.P.S.  que debe ajustar sus formatos de 

incapacidad a la nueva normativa contenida en el  Decreto 1427 de 2022 y 

evitar poner barreras al accionante, t rasladándole una carga administ rat iva 

que es de su entera competencia.  

 

Para decidi r,  consideró el juzgado que,  la NUEVA EPS debió haber pagado 
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las incapacidades del 24 al 29 de marzo del 2022, dada la mora en enviar el  

Concepto de Rehabi l i tación a Colpensiones oportunamente; que  ante la 

interrupción de más de 30 días del 28 de jul io del 2022 al  5 de sept iembre 

del 2022, corresponde nuevamente a la EPS asumirlas, no obstante, las 

incapacidades generadas entre el 10 de junio del 2022 y el  9 de jul io del 

2022, deben ser cubiertas por COLPENSIONES,  sin que sea posible alegar 

que no cumple requisi tos de la norma que inició a regi r  sólo el 29 de jul io del  

2022  (Ar ch ivo  d ig i ta l  30 .  Pr imera  Ins tanc ia ) .  

 

5.  IMPUGNACIÓN.  

Inconforme con la decisión así proferida, recurrió en impugnación la AFP 

Colpensiones, indicando que encontró que en of icios de fecha 28 de 

sept iembre y 1 de noviembre de 2022,  not i f icados en debida forma al  

accionante, se le manifestó la imposibi l idad de adelantar su t rámite de 

incapacidades teniendo en cuenta que las incapacidades no cumplen con los 

requisi tos del Decreto 1427 del  29 de j ul io de 2022,  más aún cuando la  

responsabi l idad de acatar integralmente el Decreto es de la EPS, expidiendo 

las incapacidades como lo ordena dicha norma, por el lo,  hasta tanto las 

incapacidades no contengan el cumplimiento de los requisi tos de ley,  no 

procederá a dar t rámite a las mismas; en consecuencia, sol ici ta se revoque 

el fal lo de primera instancia, pues el  pago de incapacidades reclamado, 

desnatural iza este mecanismo de protección de carácter subsidiario y 

residual f rente a los derechos invocados ,  además, no se probó vulneración a 

derechos fundamentales,  ni  la existencia de un perjuicio i rremediable que 

haga viable proteger derecho alguno  (Arch ivo  d ig i t a l  59 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

I I .  CONSIDERACIONES 

 

1.  COMPETENCIA.  

De conformidad con lo establecido en e l art ículo 86 de la Const i tución 

Polí t ica y por el  Decreto 2591 de 1991, art ículo 32, es competente esta Sala 

de Decisión para conocer y decidir respecto de la impugnación a la 

sentencia de tutela en referencia.  
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2.  VALIDEZ DE LO ACTUADO Y PRESUPUESTOS PARA LA PRESENTE 

DECISIÓN.  

En la presente instancia concurren los presupuestos procesales y materiales 

para emit i r pronunciamiento de fondo. Junto con lo anterior,  no se vislumbra 

la presencia de i rregular idades que puedan afectar la val idez de lo actuado, 

ni  las partes han manifestado circunstancia alguna que así  permita inferi r lo.  

 

3.  PROBLEMA JURÍDICO.  

A part i r de los antecedentes reseñados,  el  problema de f ondo que debe 

resolver la Sala Tercera de Decisión Civi l  del Tr ibunal Superior de Medel l ín, 

en sede de jurisdicción const i tuc ional,  consiste en establecer si  tal  y como lo 

inf i r ió la señora iudex A Quo ,  en el presente caso,  se presenta afectación a 

las garantías fundamentales del benef iciario de la acción  por no habérsele  

expedido las incapacidades en el formato que corresponde conforme a la 

nueva normativa y por tal  motivo, no habérsele  efectuado el  pago de las 

mismas; o si  por el  contrario, como lo pide Colpensiones, no hay lugar a 

prodigar el  amparo toda vez que  la sol ic i tud no cumple con los requisi tos  

legales.  

 

4.  PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA EL 

RECONOCIMIENTO DE INCAPACIDADES LABORALES.  

El art ículo 49 de la Const i tución Polí t ica, establece la garantía para que 

todos los ciudadanos accedan a los servicios de promoción, protección, 

prevención, rehabi l i tación y recuperación de la salud, cuando la misma se ha 

visto mermada con ocasión del desarrol lo de act ividades laborales 

generando como consecuencia las denominadas incapacidades laborales.  

 
La Corte Const i tucional ha señalado reiteradamente qu e las sumas l íquidas 

de dinero reconocidas como subsidio por incapacidad, vienen a sust i tui r el 

salario durante el lapso en el cual el  t rabajador se encu entra al margen de 

sus labores. También ha est imado esa Corporación que aquel la prestación 

const i tuye la garantía de que el t iempo necesario para  la recuperación del 

trabajador t ranscurri rá de manera t ranqui la al  no tener que preocuparse por 

la procura de los ingresos necesarios para el sostenimiento personal o de su 

grupo famil iar,  garant izando de paso , su subsistencia en condiciones dignas,  
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tal  como lo establece el art ículo 53 de la Carta Polí t ica 1.  

 
Desde la sentencia T-311 de 1996 la Corte Const i tucional indicó lo siguiente:  

 

“El  pago de incapacidades laborales sus t i tuye  a l  salar io  durante  e l  t iempo en 
que el  t rabajador permanece ret i rado de sus labores por en fermedad 
debidamente  cert i f icada,  según las d isposic iones  legales.  
 
Entonces,  no solamente se consti tuye en una forma de remuneración del  
trabajo sino en garantía para la salud del  trabajador,  quien podrá 
recuperarse satisfactoriamente,  como lo  exige su dignidad humana, sin  
tener  que preocuparse por reincorporarse de manera ant icipada a  sus 
actividades habituales con el  objeto de ganar,  por días laborados, su 
sustento y  el  de su famil ia.”  

 

En época más reciente, concretamente en la Sentencia T -772 de 2007 indicó 

la Corte que:  

 
(…)  cuando no se  reconoce el  pago de las incapacidades laborales,  se puede 
estar  atentando contra  derechos fundamenta les como la salud,  la  v ida en 
condic iones d ignas y  e l  mínimo v i ta l  del  t rabajador y  de su  núcleo  fami l iar ,  
ya que en la mayoría de los casos el  subsidio por incapacidad 
representa su único sustento .  La sentencia en mención desar ro l ló  d ichos 
argumentos  de la  s iguiente manera:  
  
“De lo an ter io r  puede colegi rse que,  e l  reconoc imiento de la incapacidad por 
enfermedad general  const i tuye un mecanismo idóneo para la salvaguarda de 
los derechos  fundamentales de los t rabajadores dependientes  e 
independientes,  entre  los que pueden destacarse los s iguientes,  no s in  antes 
ac larar  que no son los únicos:   
 
( i )  La salud,  en  la medida que permi te a l  af i l iado d isponer  de una suma de 
dinero per iódica a pesar de que en estr ic to sent ido no ex is ta prestac ión de 
serv ic io,  c i rcunstancia que contr ibui rá a la recuperac ión sat is factor ia de su 
estado de salud,  pues to que le permi te segui r  con el  t ratamiento prescr i to 
por e l  médico t ratante y  guardar e l  reposo requer ido para su ópt ima 
recuperac ión (…).  
 
( i i )  El  mínimo v i ta l ,  por  cuanto const i tuye la única fuente  de ingresos 
económicos que permi te n sat is facer  las neces idades básicas persona les y  
fami l iares  del  actor ,  en  la medida que posib i l i ta  la  conservación del  g i ro 
ord inar io  del  p royecto  v i ta l  del  benef ic ia r io y  de  su grupo fami l iar .  
 
Conviene recordar en este punto que,  la  ju r i sprudencia cons t i tuc ional  ha 
indicado que el  derecho al  mínimo v i ta l  no se  agota de manera exc lus iva en 
la posib i l idad de gozar de  un ambiente en e l  cual  las necesidades de 
subsis tencia b io lógica se encuentren sa t is fechas,  pues ta l  derecho ‘debe 
permi t i r  e l  e jerc ic io y  real izac ión de los valores y  propósi tos de v ida 
indiv idual ,  y  su fa l ta compromete e l  logro de las aspi rac iones legí t imas del  
grupo fami l iar  que depende económicamente del  t rabajador ’ .    
 
Así  pues,  en la medida en que el  pago de este t ipo de incapacidades pro cura 
la consecución de f ines const i tuc iona les,  se  concluye que su  creación en e l  

                                                 
1 Al  r espec to  consu l ta r  sentenc ias  T -094 de 2006,  T -772 de 2007,  T  669 de  2009 y  T  468 de 
2010 .  
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Sistema de Segur idad Socia l  procura la sat is facc ión de múl t ip les derechos 
fundamentales,  entre  los que pueden des tacarse e l  derecho a  la  salud,  e l  

mínimo v i ta l ,  y  la  segur idad  socia l  del  cual  hace parte. ”  

 

En lo que respecta al  mínimo vital ,  en el precedente que se acaba de ci tar el  

máximo Tribunal  Const i tucional Colombiano reiteró la existencia de una 

presunción respecto al no pago de prestaciones económicas como 

consecuencia de incapacidades laborales, según la cual  “se presume que las 

mismas son la única fuente de ingreso con la que el  t rabajador cuenta para 

garant izarse su mínimo vital  y el  de su famil ia,  tal  como ocurre con su 

salario”.  (Sentencias T-789 de 2005,  T-684 de 2010 y T-468 de 2010 

reiterada en T-04 de 2012).  

 
Por el lo a pesar de la existencia de otras vías judiciales para hace r efect iva 

esta acreencia laboral,  la jurisprudencia const i tucional ha precisado que , 

“cuando no se pagan oportunamente las incapacidades d ebidamente 

cert i f icadas al  t rabajador y con el lo se vulneran de paso derechos 

const i tucionales, el  juez de tutela se legit ima para pronunciarse sobre el  

fondo del asunto con el f in de neutral izar el  perjuicio i rremediable al que se 

ve sometido el asalar iado y su núcleo fami l iar . ”2 

 
En concordancia con lo recién expuesto,  dicha Corporación ha prodigado la 

protección const i tucional cuando se pretende obtener el  pago de 

incapacidades laborales luego de la emisión del  dictamen médico laboral que 

determine el porcentaje de inval idez o la incapacidad permanente parcial ,  

siempre y cuando se esté en presencia de un perjuicio i rremediable3,  porque 

de lo contrario, correspondería a la jurisdicción ordinaria conocer del caso y 

di r imir la controversia.  

 
Dicha problemát ica ya fue objeto de examen por la H.  Corte Const i tucional 

en la Sentencia T-420 de 2004, en la que un ciudadano sol ici taba el pago de 

unas incapacidades laborales posteriores a la fecha de la estructuración del  

dictamen de la ent idad competente. En dicho caso,  la Corte denegó el 

amparo, con el siguiente razonamiento :  

                                                 
2 Sen tenc ia  T  468 de 2010 .  
3 La  acc ión  de  tu te la  “ só lo  procederá  cuando e l  a fec tado  no  d isponga  de  o t ro  medio  de  de fensa 
jud ic ia l ,  sa lvo  que  aque l la  se  u t i l i ce  como mecan ismo  t rans i to r io  para  ev i t a r  un  pe r ju ic io  
i r remediab le . ”  (a r t ícu lo  86  de  la  Cons t i tuc ión) .  
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“En efecto,  a l  señor Wi l f r ido Álvarez le concedieron var ias incapacidades, 
unas canceladas y ot ras no. No obstante,  se observa por la  Sa la que la 
negat iva de la A.R.P. Colmena Riesgos Profes i onales a l  pago de las 
incapacidades que se reclaman,  obedece al  hecho de que la Junta Regional 
de Cal i f icac ión de Inval idez Regional Barranqui l la ,  dec laró una incapacidad 
permanente parc ia l ,  cuyo pago le correspondió a la ent idad accionada. 
Según informa Colmena Riesgos Profes ionales, con fundamento en esa 
declarator ia procedió a pagar una indemnización por valor de $5.316.648, y a 
suspender el  pago de las incapacidades tempora les (…) Es deci r,  como se 
af irma en el  fa l lo  que se rev isa,  en e l  presente caso l a cont rovers ia se 
ci rcunscr ibe a determinar s i  la ent idad acc ionada queda eximida del pago de 
incapacidades temporales ante  la  declaratoria  de incapacidad permanente 
parcia l ,  o s i  por e l  contrar io,  debe cont inuar cance lándolas, c i rcunstancia  
que debe ser anal izada a la luz de las normas que r igen la mater ia,  por los 
jueces competentes.”  4  (Subrayado fuera de l texto or ig ina l).  
 

Ahora, existe regulación normativa suf iciente que ref iere a la obl igación de 

pagar las incapacidades generadas, especif icando concr etamente a la 

ent idad que les corresponde,  de acuerdo al  número de días que la persona 

haya estado incapacitada, pues part icularmente en lo que a las 

incapacidades generadas luego del día 540 y la persona había sido 

cal i f icada ya, existía un vacío legal re cientemente l lenado con lo dispuesto 

en el art ículo 67 de la Ley 1753 de 2015.  

 

I I I .  ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO .  

 
Expuestos los antecedentes del presente asunto y efectuado el anál isis 

jurídico general sobre la controversia que hoy l lama la atención de est a Sala 

de Decisión,  procede el Tribunal en sede de Juez Const i tucional,  a 

determinar si  resul ta procedente  mantener el  amparo const i tucional  

deprecado, teniendo en cuenta el principio de subsidiariedad que rige la 

acción de tutela, y lo excepcional que res ulta conceder el pago de 

prestaciones económicas a t ravés de esta acción const i tuciona l y,  en caso 

posit ivo, establecer si  le asiste o no razón a COLPENSIONES  en la 

inconformidad f rente a la sentencia de primer grado.  

 

En el  caso concreto,  se deja claro que procede la acción de tutela porque 

desde la presentación de la sol ici tud , el  actor af irmó que depende para su 

subsistencia de l pago del auxi l io de las incapacidades debido al  accidente 

de t ránsito que padeció y por el  cual fue sometido a la amputación de su 

                                                 
4 Sentenc ia  T -420 de 2004  
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miembro inferior izquierdo, de manera que si  no se le efectúa el pago de  los 

auxi l ios de incapacidad se pone en entredicho su congrua subsistencia  pues 

las incapacidades que por esta vía reclama como adeudadas.  

 

De modo pues que, la unicidad de su fuente de ingresos y sus condiciones 

de salud actuales, impl ican que la f al ta de los pagos reclamados lo si túan en 

una ci rcunstancia de vulnerabi l idad que habi l i ta la procedencia de la acción 

de tutela, pues puede af i rmarse que en estas condiciones se encue ntra 

comprometido su derecho fundamental al  mínimo vital ,  y que la idoneidad y 

ef icacia del medio judicial  ordinario sería inocua, comprometiéndose 

gravemente los derechos fundamentales del mismo, pues de esta forma lo ha 

venido considerando la jurispruden cia const i tucional señalada, en el sent ido 

de indicar que cuando se está f rente a incapacidades que no permiten el 

desempeño laboral,  el  pago de dichas incapacidades se asimila al  pago de 

un salario mínimo, por lo que la fal ta de pago de este conl leva la a fectación 

del derecho al mínimo vital .  

 
Ahora, corresponde a la Sala ocuparse del fondo del asunto, dejando claro 

que la discusión central será determinar  si  las accionadas han afectado las 

garantías fundamentales del señor Carlos Hernán Montoya Palacio , en 

primer lugar por no haber sido expedidos los cert i f icados de incapacidad por 

parte de la Nueva E.P.S. conforme a lo establecido en la nueva normativa, 

esto es el Decreto 1427 de 29 de jul io de 2022 que entró en vigencia el 05 

de agosto de 2022 y en segundo lugar,  si  la negativa de Colpensiones a l  

efectuar el  pago const i tuye también una vulneración de los derechos del  

accionante.  

 
Revisada la sentencia de primera instancia,  se comparte la decisión del  

juzgado de primer grado en lo referente a conceder el  amparo a las 

garantías fundamentales del  beneficiario de la acción,  pues , como se anteló,  

en el fondo su pet ición de amparo const i tucional se encamina a obtener 

protección al derecho fundamental al  mínimo vital ,  siendo la f inal idad de la 

acción de tutela,  conseguir el  pago de los subsidios  de incapacidad que le 

permitan cont inuar contando con un ingreso de manera que pueda solventar 

sus propias necesidades básicas . Además, se coincide con la dist ribución de 
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cargas en cuanto al pago de incapacidades, pero con una precisión, como se 

pasa a detal lar.  

 

Adecuada resulta la determinación de la juez de primer grado de ordenar 

que la Nueva E.P.S.  reconozca y pague las incapacidades desde el 24 de 

marzo de 2022 hasta el 29 de marzo del mismo año, por haber remit ido el  

concepto de rehabi l i tación a la AFP el 30 de marzo de 2022  y, las 

incapacidades generadas entre el 5 de sept iembre al 3 de noviembre del 

2022, toda vez que, al  presentarse una interrupción de incapacidades 

superior a 30 días (entre el  27 de jul io del 2022 al  5 de sept iembre del  

2022), se reinicia el  conteo de días de incapacidad 5 (art ículo 2.2.3.2.3 del  

Decreto 1333 de 2018 y Sentencia T 401 de 2017); precisando  que los dos 

(2) primeros días en ésta incapacidad emit ida después de la interrupción ,  el  

5 de sept iembre de 2022, corresponde asumir los al accionante por ser 

trabajador independiente,  debiendo la NUEVA EPS reconocer desde el  día 

tres (3) inclusive.  

 

También es acertada la determinación de que  Colpensiones reconozca y 

pague las incapacidades causadas entre el 10 de junio de 2022 y el 09 de 

jul io de 2022 sin exigi r la emisión del formato de incapacidad conforme al 

Decreto 1427 de 2022,  porque el Decreto aludido entró en vigencia el 5 de 

agosto de 2022, esto es, el  formato de incapacidad es anter ior al  Decreto 

que pretende apl icar Colpensiones, no encontrando este Despacho razón 

que just i f ique la negativa del pago de la incapacidad , mucho menos para que 

se impongan cargas adicionales administrat ivas al accionante, ni  sea éste 

quien obtenga di rectamente las modif icaciones del formato de incapacidad.  

 

Lo anterior no impl ica que se desconozca la obl igación que t iene la NUEVA 

EPS de adecuar los formatos que emita luego de la entrada en vigencia del  

                                                 
5Artículo 2.2.3.2.3 del Decreto 1333 de 2018. Prórroga de la incapacidad. Existe prórroga de la incapacidad derivada de enfermedad 

general de origen común, cuando se expide una incapacidad con posterioridad a la inicial, por la misma enfermedad o lesión o por otra 
que tenga relación directa con esta, así se trate de diferente código CIE (Clasificación Internacional de Enfermedades), siempre y 
cuando entre una y otra, no haya interrupción mayor a 30 días calendario” (…) 
 
Sentencia T 401 de 2017. “En efecto, como lo han reconocido tanto esta Corporación como el Ministerio de Salud y Protección Social, 
las interrupciones inferiores a 30 días no rompen con la continuidad de un período de incapacidad. De este modo, a partir de la 
aplicación analógica del artículo 13 de la Resolución 2266 de 1998,“se entiende como prorroga de incapacidad, la que se expide con 
posterioridad a la inicial, por la misma enfermedad o lesión, o por otra que tenga relación directa con ésta, así se trate de código 
diferente y siempre y cuando entre una y otra no haya interrupción mayor a treinta (30) días calendario”” 
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plur imencionado Decreto,  sino,  se insiste,  en este caso n o había lugar a que 

COLPENSIONES real izara la exigencia, por ser una incapacidad anterior.   

 

Pert inente resulta advert i r que, aunque el accionante presentó otros 

cert i f icados de incapacidad adicionales a las que ordenó pagar el  a quo ,  

apropiada también resulta la determinación de no ordenar su pago, en tanto, 

en el trámite de la acción COLPENSIONES acreditó el pago de las otras 

incapacidades no comprendidas en la sentencia de tutela, f rente a las cuales 

no tenía reproches de cara al formato y ent idad obl iga da al  pago (a r ch i vos 

d ig i ta les  13 y  44  pr imera  ins tanc ia )  

 

COLOFÓN 

Conforme a lo expuesto, la decisión a adoptar en sede de segunda instancia, 

será la de conf i rmar la sentencia impugnada,  con la precisión señalada en 

cuanto corresponde asumir al  accionante  dos (2) días de la incapacidad 

emit ida después de la interrupción, por ser trabajador independiente, 

debiendo la NUEVA EPS reconocer desde el día t res (3) inclusive.  

 

En mérito de lo expuesto, el  TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, en Sala 

Tercera de Decisión Civil ,  administ rando just ic ia en nombre de la Repúbl ica  

de Colombia y por autoridad de la Ley,  

 

FALLA 

 

PRIMERO. CONFIRMAR  la sentencia de fecha, naturaleza y procedencia 

descri tas en la referencia de esta providencia, precisando  que los dos (2) 

primeros días la incapacidad emit ida después de la interrupción, esto es, la 

emit ida el 5 de sept iembre de 2022,  corresponde asumirlos al accionante por 

ser t rabajador independiente, debiendo la NUEVA EPS reconocer desde el 

día t res (3) inclusive.   

 

SEGUNDO. NOTIFICAR  esta decisión a todos los interesados, por el  medio 

más expedito y ef icaz posible. Ofíciese al  Juzgado de origen comunicando lo 

decidido.  
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TERCERO. REMITIR  el  expediente a la Corte Const i tucional para su 

eventual revisión, dentro de los diez (10) días si guientes a la ejecutoria del 

fal lo.  

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

Los Magistrados,   
 

 
(Firma escaneada exclusiva para decisiones de la Sala Tercera de Decisión Tribunal Superior de 

Medellín, conforme el artículo 105 del Código General del Proceso, en concordancia con las 
disposiciones de la Ley 2213 de 2022) 

JOSE GILDARDO RAMIREZ GIRALDO 

Magistrado 

 

 
 
 


